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1. INTRODUCCIÓN

La sociedad argentina invierte recursos enormes en el
estudio del derecho. Hay un total de veinticuatro Universi-
dades en el país que ofrecen la carrera de abogacía‘ y la Fa-
cultad de Derecho de la Universidad de Buenos Aires, con

más de veinticinco mil alumnos inscriptos para estudiar

abogacía y carreras afines, es fácilmente la facultad más

grande de todo el sistema universitario argentino. Si suma-

mos a esta inversión humana el número de editoriales dedi-

cadas a la publicación de textos jurídicos, las recopilaciones
de leyes y jurisprudencia publicadas por La Ley, Jurispru-
dencia Argentina y El Derecho, y el desarrollo reciente de

sistemas de informáticajurídica, debemos preguntar si 1a so-

ciedad argentina está recibiendo beneficios proporcionales a

estas inversiones. No hay duda de que la abogacíajuega un

papel importante en el país. Esto es evidente en el número
de políticos que tienen una educación legal y en la presencra
diaria de abogados, no sólo en litigios sino también en car-

gos de asesoramiento y en transacciones comerciales. Pero

¿es esto un indicador de que las facultades de derecho están

cumpliendo una función provechosa?
Muchos no letrados (clientes) conciben el rol del aboga-

do, a lo sumo. como un tipo de despachante legal cuya fun-

ción es lubricar la maquinaria de la burocraCIa para. sus

clientes e interpretar el derecho en un sistema contradicto-

' Universidad de Buenos Aires. Guía del Estudiante. 1986. Bs. A5.. Eu-

deba. 1986.



340 LECCIONES v ENSAYOS

rio en el cual el abogado que encuentre la coma que falta

gana el litigio. Los abogados, naturalmente, definen su rol

como algo más noble e indispensable. El Colegio Público

de Abogados de la Capital Federal recientemente definió la

función del abogado en su Código de Etica en los siguientes
términos: “Art. 6°: Afianzar la justicia. Es misión esencial

de la abogacía el afianzar la justicia y la intervención profe-
sional del abogado, función indispensable para la realización
del derecho"? En tenor parecido, el preámbulo de las Nor-
mas de Conducta Profesional del Colegio de Abogados de
los Estados Unidos comienza: “Un abogado es un represen-
tante de clientes, un agente del sistema de justicia y un ciu-

dadano con una responsabilidad especial para la calidad de
la justicia”. El valor del sistema de educación legal debe
ser juzgado según el grado en que facilita las metas que los

abogados se han propuesto para la profesión.

Algunos cursos, como los de Derecho penal, quizá son

mejor enseñados en la Universidad de Buenos Aires que en

la mayoría de las facultades de derecho en los Estados Uni-
‘dos. Los estudiantes argentinos tienen un conocimiento de

la teoría del delito y, en general, de filosofía legal mucho me-

jor desarrollado de lo que es común dentro el sistema nortea-

mericano. Sin embargo, con la excepción de un número de

cátedras muy limitado, los alumnos nunca son instruidos

para ver el derecho como un proceso dinámico que ellos,
como abogados, ayudan a plasmar. El abogado argentino
debe aprender a liberarse del estereotipo de ser un mero

“mecánico” legal, para reconocer su rol de “ingeniero” legal
que, a través de su trabajo diario, influye en la organización
de la sociedad y el contenido de las normas. Reconocer al

derecho-como un proceso dinámico implica la futilidad de

un sistema educativo que solamente enseña al alumno a me-

morizar. Si queremos abogados y jueces que redacten es-

critos y sentencias conscientes de su función de hacer vivir
la ley, que en su interpretación de las normas tengan en

cuenta los fines y necesidades sociales derivados de fuentes

tan diversas como la historia legislativa de la norma y la pro-

pia concepción del juez sobre los valores de la sociedad y

que, además, sean capaces de formular sus argumentos pa-

2 Colegio Público de Abogados de la Capital Federal. Código de Ética.

ED. 6/7/87.

3 American Bar Association. Model Rules of Professional Conduct, con

las modificaciones de agosto. 1984.
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ra que sean lo más coherentes posibles con la totalidad del
sistema jurídico, tanto jurisprudencial como legislativo, de-
bemos cambiar la concepción del sistema educativo.

2. EL “MÉTODO DE casos”

El método de casos tal como funciona en los Estados
Unidos tiene sus orígenes en la Facultad de Derecho de Har-
vard University durante la década de 1870. Su objetivo bá-

sico, enseñar alos alumnos a pensar como abogados, no de-

pende tanto del sistema jurídico del common law vigente,
en este caso, en los Estados Unidos como se piensa general-
mente. Antes que fuera introducido el método de casos, 1a
educación legal en los Estados Unidos, aunque con más én-

fasis en la jurisprudencia del que es común en países civilis-

tas, tenía mucha semejanza con el estilo de enseñanza que se

practica en la Argentina. Las clases eran discursos magis-
trales y los textos. tratados dogmáticos‘. Hoy en día, en

cambio, el enfoque se centra, especialmente durante los pri-
meros años en la Facultad, en forzar al alumno a desarrollar

su propio esquema acerca de la materia, a analizar crítica-

mente las decisiones de los tribunales y a trasplantar la teo-

ría que ha aprendido de ésas a nuevas situaciones fácticas.

A nuestro juicio los elementos más importantes del mé-

todo de casos son: a) un libro de fallos y artículos cortos que

el alumno lee antes de la clase; b) un diálogo “socrático”

que acentúa un análisis crítico del derecho y las lagunas de

la ley; y c) énfasis en la aplicación del derecho a los hechos.

Nuestra experiencia del método en Argentina ha sido en el

derecho constitucional, un campo especialmente apto para

el método de casos, ya que, aun en países civilistas. se reco-
noce la centralidad de la jurisprudencia de la Corte en siste-
mas de control de constitucionalidad del tipo difuso y Judl-
cial.

a) El texto

Hay tratados de alto nivel en casi todoslos campos del

derecho argentino, pero con algunas excepCiones muy nota-

4 Stevens. R., Law School: Legal Education in America from U"? 13503

lo the 1980'5. l933, p. 35-72.
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bles, como la del profesor Gordillo 5, son exclusivamente ex-

posiciones de teoría, y no son escritos para forzar al alumno
a pensar. Son libros que presentan esquemas y que siem-

pre regalan las soluciones al lector. Crean el mito de que

hay una solución “correcta” que el alumno, si presta aten-

ción, va a recibir del profesor o del libro. cuando —en la prác-
tica- el trabajo del abogado no es decir al juez que él tiene la

solución “correcta” porque así fue escrita por algún tratadis-

ta, sino que consiste en armar argumentos legales que hagan
referencia a los valores que debe mantener la sociedad.

Los libros de texto típicamente utilizados en los Estados
Unidos constan de jurisprudencia seguida por preguntas y
notas para guiar al lector. Tienen ventajas enormes para es-

timular las facultades críticas del alumno. En el derecho

constitucional, por ejemplo, cuando el alumno utiliza los fa-
llos de la Corte como la "materia prima" del curso, está for-

zado a efectuar tres ejercicios distintos al mismo tiempo: 1)
destilar de la decisión de la Corte los principios utilizados

para resolver el caso; 2) ver, en los hechos del caso, cómo

este principio ha sido aplicado a un caso concreto; y 3) com-

parar las posiciones del Procurador General, el voto de la

mayoría de la Corte, cualquier disidencia, y alternativas que
encuentra leyendo los comentarios después del fallo y en

clase. Nuestro libro 6, redactado con varios coautores y co-

laboradores argentinos, es un primer intento de escribir un

texto de derecho constitucional al estilo norteamericano.

b). El diálogo socrático

Es una ventaja enorme cuando el alumno ha leido las

“materias primas” antes de la clase. Implica que ésta puede
ser un intercambio entre el profesor y el alumno en el que el

profesor, con preguntas acerca de los fallos, fuerza al

alumno a desarrollar la materia. Nosotros generalmente re-

querimos entre dos y cuatro horas de preparación para cada

clase. Sin un lectura previa a la clase es casi imposible que
el alumno salga de ésta como algo más que un mero receptor
de opiniones. Como ha sido indicado anteriormente. el

método de enseñanza esperado es activo. Pero además de

5 Gordillo, Agustin A.. Tratado de derecho administrativo, Bs. A5.,
Macchi, 1974.

5 Miller, Jonathan M. - Gelli, Maria A. - Cayuso. Susana, Constitución

y poder político. Jurisprudencia de la Corte Suprema y técnicas para su

interpretación. 2 tomos, Bs. A5., Astrea, 1987.
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la participación del alumno en una discusión, implica con-

frontar al alumno con problemas nuevos y obligarlo a desa-
rrollar las distintas maneras de llenar las lagunas que él va a

descubrir en los fallos, en el entendimiento de que no hay
una solución única, pero que si hay formas de armar argu-
mentos legales. El alumno tiene que aprender a discutir te-

mas que aún no han recibido su definición decisiva en la ju-
risprudencia.

Nuestra costumbre es comenzar el diálogo con pregun-
tas dirigidas a un solo alumno. Es importante recordar que
estamos hablando de un diálogo entre el profesor y el
alumno y no un debate general. Si este alumno contesta

en forma hábil generalmente pasamos cinco o diez minutos

dirigiendo las preguntas solamente a él, o ampliamos la dis-

cusión para incluir como máximo uno o dos alumnos más.

Sólo pedimos voluntarios si se trata de una pregunta difícil y

ya hemos agotado las respuestas de los alumnos designados
para participar. A veces ocurre que nadie da el tipo de res-

puesta deseada para desarrollar el tema, y en tal caso es ne-

cesario reformular las preguntas. Como parámetro general,
si el profesor encuentra que está hablando más de un minu-

to sin una intervención estudianti-l está discurseando dema-

siado. Permitimos un período corto de discusión, general-
mente menos de diez minutos, para escuchar reacciones a

los puntos discutidos y aceptar preguntas, pero nunca antes

que hayan sido desarrolladas las lecciones principales del

día. Dado que la forma principal de instrucción no es un
debate sino un diálogo, es posible utilizar el método “socráti-

co" en cursos de gran tamaño. En los Estados Unidos es co-

mún encontrar cursos de cien a doscientos alumnos em-

pleando el método.

Un diálogo “socrático” típico puede tocar los siguientes
temas:

1) Los hechos. Es muy común comenzar el diálogo con

una pregunta como: ¿Qué pasó en este caso? Empezar así

da a la clase la oportunidad de orientarse y al alumno cues-

tionado la posibilidad de contestar una pregunta fác1l. Des-

pués es común pedir que compare los hechos del presente
caso con otros casos que hemos estudiado, Sl esta compara-

ción es relevante, y, a veces, que examine algún detalle de la

presentación de los hechos.

2) El “holding”. Definimos el holding como el principio
desarrollado por la Corte que fue necesario para decidir El

caso. Es muy importante que los alumnos se acostumbren
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a buscar este principio al leer cualquier fallo. Como es co-

mún que haya varias lecturas posibles del fallo. con un holding
distinto como resultado de cada una, es también importante
preguntar cuáles alternativas existen y bajo cuáles circuns-
tancias las invocarían.

3) Los valores que fundamentan el “holding” de la Cor-
te. ¿Cuáles son los valores detrás de los principios invoca-

dos por la Corte y de qué valores prescindió la Corte en el

presente caso? ¿Hizo la Corte un balance entre varios valo-

res? ¿Cuáles son las consecuencias sociales del holding del
fallo?

4) Comparación entre los distintos votos del fallo y pro-
blemas de razonamiento. Comúnmente preguntamos al

alumno si está de acuerdo con una de las posiciones tomadas

por la Corte y después, a través de preguntas, lo forzamos a

reconocer las inconsistencias en la posición. Posterior-
mente hacemos lo mismo con las posiciones opuestas.

g

5) Vínculos entre el “holding” del fallo y los de otros fa-
llos estudiados. ¿Representa el presente caso un cambio

en la jurisprudencia de la Corte, y si es asi, para cuáles situa-

ciones?

6) “Obiter dictum” significativo. Definimos obiter dic-
tum como aquellos principios legales desarrollados por el

tribunal que no eran necesarios para decidir el caso. ¿Por
qué entonces piensa el alumno que está incluido en el fallo?

¿Hay formas de leer el fallo para entender que realmente fue

necesario para la Corte desarrollar el principio y que éste

forma parte del holding?

7) Otras situaciones fácticos. ¿Indica el presente fallo

cómo otras situaciones pueden ser decididas por los tribuna-

les, basándose en lo que dice el holding, el obiter dictum im-

portante y los valores que sustentan la decisión de la Corte?

Uno de los objetivos principales debe ser mostrar al

alumno la variedad de puntos de vista que son factibles y los

problemas que presenta cada-uno. En adición a los temas

anteriores también abordamos otros, tales como influencias

políticas y cómo éstas se manifiestan en el fallo, técnicas de

interpretación y vínculos entre el fallo y varias tendencias fi-

losóficas7.

7 Transcribimos aqui el comentario de nuestro libro. Constitución y

poder político, p. 721-724. al caso "Fernández Arias c/Poggio". Fallos
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c) La aplicación del derecho a los hechos

Como ya hemos señalado, una de las ventajas del mé-
todo de casos es que el alumno siempre está encontrando
el derecho en aplicaCJÓn; pero la enseñanza no termina con el

247:646. como guía para un caso muy conocido por estudiantes de derecho
público de cómo un profesor puede orientar el diálogo. Las preguntas que
siguen son muy parecidas y vienen en el mismo orden que las preguntas
que utilizamos en la clase. Esta transcripción fue tomada de la parte del li-
bro escrita por Maria A. Gelli.

2. os apelantes llegan ala Corte por recurso de queja. ¿Qué agravios
constitucionales alegan? ¿Cuál de ellos es considerado esencial en el voto
de la mayoría? ¿Por qué? ¿Cuál es el punto de partida de ese voto? ¿Coin-
cide con é]? La mayoría sostiene que la modalidad del derecho público
que ha venido a reconocer facultadesjurisdiccionales a la administración es

un reclamo pragmático de los hechos y no un problema referido a la con-

cepción del Estado. Considerando que el fallo de la Corte se dicta en se-

tiembre de 1960. durante la administración del gobierno desarrollista del

presidente Frondizi ¿diría usted que. en la actualidad, se mantiene la nece-

sidad de otorgar facultades jurisdiccionales a la administración7, ¿o tal vez

de acrecentarlas? Si ello es asi, ¿podria afirmarse que. a lo menos. se ha

producido una transformación en el Estado? ¿En qué sentido? ¿Respon-
diendo a qué finalidades estatales?

3.- Hay .tres cuestiones centrales que surgen de este fallo:

a) ¿Cuándo es admisible la jurisdicción administrativa? ¿Importa
para decidirlo si el litigio se da entre particulares?

b) ¿Qué límite impone nuestro sistema federal a la jurisdicción admi-

nistrativa central? ¿Esajurisdicción está limitada por el art. 67, inc. ll?

c) Satisfechos a y b, ¿cuáles son los requisitos de admisibilidad dela
jurisdicción administrativa? ¿Cuándo se hace necesaria una instancia ju-

dicial? ¿Basta. para ello, la posibilidad abierta del recurso extraordinario

federal? ¿Cuál de las tres cuestiones trata la mayoría _v cuáles la minoría?

4. — La mayoría invoca numerosos precedentes. Según ello. ¿qué con-

validó la Corte? ¿A qué y cómo adecuó el principio de la división de pode-
res? Por otro lado. ¿a qué específica división de poderes se refiere? ¿De

qué modo esos antecedentes hacen ingresar las consideraciones de orden

Asocial en la amplitud o rigidez del principio mencionado? Sin embargo

¿qué límites imponen a la creación de organismos administrativos con fa-

cultades jurisdiccionales? ¿Cuál es la finalidad de ese límite? ¿Cómo ha

de medírselo y valorarlo? Si no se respeta. ¿qué facultades prohibidas
ejerce el Poder Ejecutivo? ¿Considera que es adecuado que la Corte buq-
prema controle, en cada caso particular, si se han traspasado los límites.
(vea el consid. 14) ¿Cuál es el margen de discrecionalidad de] control judi-

cial? ¿Le parece demasiado amplio?
_ _

_

5. — La mayoria concluye que. frente a las decrsxones de los tribunales
administrativos, es necesaria la existencia de control judicml suficrente
(consid. 19). ¿Qué comprende ese control? Así caracterizado. la Corte'alo
establece como principio doctrinario o la perfila para este Caso ESPECIE]-
Una definición del control menos abarcativa, ¿conspiraría contra el Estado
de derecho? ¿En qué medida? ¿Qué derechos y garantias agrayiaría.
Desde otra perspectiva. ¿la consecusión de objetivos POIÍUCOS- 50013195 0



;

346 LECCIONES Y ENSAYOS

análisis del fallo, igualmente importante es la aplicación de
los principios destinados a otras situaciones fácticas. La
forma de examinación típica en los Estados Unidos es un

examen escrito, a libro abierto, que consiste de dos o tres ca-

económicos puede violar el principio de la división de poderes? ¿Qué
dice, al respecto, el voto que estamos analizando? ¿Cómo hacejugar al art.

67, inc. 16, con los arts. 1° y 23 de la Const. Nacional? ¿Comparte esa in-

terpretación? ¿Diría usted que la sentencia es demasiado conservadora?
Dado que no es posible desconocer ninguna norma constitucional, ¿a cuál

de las tres mencionadas daría más importancia? ¿Cómo fundamentaría
esa preferencia? Lea detenidamente el consid. 22 del voto de la mayoría,

¿qué tipo de formulaciones se expresan alli? A veintiséis años de la sen-

tencia y en las actuales circunstancias de la Argentina, ¿las haría suyas?
Finalmente. ¿qué declara la mayoría?

6. - Según la Corte ¿qué equilibrio debe existir entre la eficacia nece-

saria con la que debe manejarse la administración y el debido proceso adje-
tivo. teniendo en cuenta que este consiste en la garantía de la defensa de la

persona y los derechos en un adecuado procedimiento judicial? ¿Pueden
estos valores -el de eficacia y el del debido proceso- estar contrapuestos?
‘Para la resolución de este caso ¿es importante que se trate de un pleito en-

tre particulares? Las cuestiones de eficacia, ¿son las mismas según se

trate de un litigio entre particulares o entre un particular y la administra-

ción?

7. — Aunque el voto de la mayoría hace suya la doctrina de los antece-

dentes que invoca. ¿la considera aplicable al caso de autos?. ¿por que?
¿Cómo actua en este asunto el tribunal administrativo? ¿En calidad de

qué? ¿Sobre cuáles hechos y conflictos? En las ocasiones en que la Corte

ha admitido la validez de la actuación de esos tribunales, en la resolución de

contiendas entre particulares. ¿qué exigencias ha impuesto? ¿Por qué las ha

impuesto? ¿Considera que esa exigencia salva el principio de la división

de'poderes? ¿Y las garantias personales que ese mismo principio guarda?
¿O se protegería mejor con la supresión lisa y llana de los tribunales admi-

nistrativos con competencia para resolver controversias entre particulares?
8. — Los doctores Boffi Boggero y Aberastury comienzan su voto consi-

derando el art. 95 de la Const. Nacional, sus antecedentes históricos y el he-

cho de que. en nuestro país. el Poder Ejecutivo. anterior a la Organización
Nacional, asumió -en ocasiones- facultades judiciales. Recuerde que las

famosas facultades extraordinarias de que gozaron algunos gobernadores y,

sobre todo, Juan Manuel de Rosas. antes de 1853. consistieron precisa-
mente en el otorgamiento al Poder Ejecutivo de atribuciones en materia ju-
dicial. El rechazo a esa competencia fue el origen del art. 29 de la Const.

Nacional.
9. — Teniendo en cuenta que, como lo sostiene la minoría, la Constitu-

ción es un todo armónico, ¿cómo deben interpretarse sus normas? Si-

guiendo ese criterio, ¿con cuáles disposiciones constitucionales relacio-

na al art. 95 de la Const. Nacional? ¿En qué principios políticos se basa?

¿Cómo. cuándo y con qué fundamento —en opinión de la disidencia- se ha

intentado atemperar ese principio? Sin embargo y aun demostrada la ne-

cesidad de la existencia de las Cámaras Paritarias, tal y como las establecie-

ron las leyes impugnadas, ¿es posible validarlas en contra de la Constitu-

ción? Ante esa disyuntiva, ¿cuál es el remedio constitucional adecuado?
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sos hipotéticos, dando entre una hora y dos horas y media

para resolver cada uno. El examen comúnmente dura entre

tres y cuatro horas. Para preparar al alumno para tomar
este tipo de examen es esencial que el profesor trabaje con

¿Qué papel cumple en ello la Corte? ¿Cómo lo ejerce en este caso? ¿Qué
impedimentos caben al Poder Legislativo? Frente a la clara norma del art.

95 de la Const. Nacional. ¿cómo se preservaría. siquiera mínimamente. la

garantia de la defensa en juicio? ¿Se contradice ello por la circunstancia
de que en ocasiones las partes consientan la resolución administrativa sin

apelarla judicialmente? ¿Por qué?
10. — En la disidencia de fundamentos de la minoría se transcriben los

articulos pertinentes de las disposiciones impugnadas por los apelantes y se

aclara que esas leyes fueron dictadas bajo el imperio de la Constitución re-

formada en 1949. ¿Qué caracteristica atribuye este voto a la mencionada

Constitución en cuanto ala relación y división de poderes? ¿Qué sostiene
acerca de las facultades del Poder Ejecutivo? No obstante ello. y al man-

tener la norma constitucional de 1949. la vigencia del art. 95 de la Const.

Nacional de 1853-1860. ¿cómo califica la minoría a las Cámaras Paritarias?

¿Qué carácter asigna a las variadas funciones que poseen? ¿Cómo están

integradas esas Cámaras? ¿De que adolecen? ¿Qué consecuencias trae

todo ello para las garantías personales? Por lo tanto, ¿qué resuelve en este

aspecto la disidencia? -

\

11. - ¿Qué criterio adopta la minoría? ¿De qué agravios se hace car-

go? ¿Cómo interpreta la división de poderes según el art. 67, inc. 11, de la

Const. Nacional? ¿De qué división de poderes se trata aquí? ¿Qué funda-

mentación histórico-política reconoce la disidencia a esa división de pode-
res? ¿Qué alcance le otorga, frente a la disposición del inc. 16 del mismo

artículo? La norma que legisló sobre Cámaras Paritarias ¿es de derecho

común? ¿Por qué? ¿Todo el derecho común está contenido en los Códi-
gos que menciona el art. 67, inc. ll? ¿La emergencia o las circunstancxas

excepcionales convierten a las normas dictadas en su consecuencia en dere-
cho no común? En ese sentido, ¿cómo fueron consideradas, por la misma
Corte. las leyes sobre prórroga de locaciones urbanas y. en consecuencxa. a

quién correspondejuzgar cuando de aplicación de derecho común se trata?
¿Se respeta, en ese caso, ese principio? ¿Qué dice al respecto la disnden-

cia? La justicia de las provincias, ¿puede proteger de igual modo los “va-

liosos intereses agrarios"? ¿La distribución de competencias entre el go-
bierno federal y los gobiernos locales. responde a un criterio de eficacna?

¿Cuál es la línea divisoria que utiliza el voto de la minoría para separar le-

gislación común de la que no lo es. a efectos de aplicar la jurisdicción fede-

ral 0 local? ¿Qué término utiliza la Corte? ¿Le parece suficrentemente
Claro Y PTECÍSO'? ¿Qué poder es el encargado de indicar cuándo, evrdente-
mente. se trata de derecho no común? ¿Conspira ello contra el equilibrio
de poderes entre el gobierno federal y los gobiernos de provmcias? Tenga
en cuenta que en general cuando la Corte Suprema hace lugar a un agraVio

constitucional ya no analiza los otros agravios que pudieron haber invocado

las partes dado que, cualquiera que fuere la solución para ellos. el resultado

de la sentencia no variarla. convirtiendo a la cuestión por ende, en abstrac-

ta. ¿Opina usted que es ésa la postura de la mayoria de este caso?

12. - Según la disidencia, las Cámaras Paritarias sólo podrían conver-
tirse en constitucionalmente válidas mediante una reforma constitucnonal.
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varios casos hipotéticos durante el curso. Estos casos hipo-
téticos pueden ser utilizados para ilustrar temas que el pro-
fesor está enseñando en el momento o pueden ser discutidos

para revisar secciones anteriores y asegurar que el alumno
está encontrando los vínculos entre los temas. Los alum-

nos en los Estados Unidos generalmente escriben su propio
resumen del curso en apuntes de entre veinte y cuarenta pá-
ginas, con referencias a los fallos principales estudiados.
para tener una forma rápida de referencia en la resolución de
casos hipotéticos durante los exámenes.

3. EXPERIENCIAS PERSONALES UTILIZANDO EL MÉTODO

DE CAsos EN ARGENTINA

He tenido dos oportunidades en Argentina de dictar cur-

sos utilizando el método de casos, sin contar varias clases

sueltas presentadas como profesor invitado. Mi primera
oportunidad de dictar clases en forma regular fue junto con

el doctor Hugo Perdomo, un profesor adjunto de la cátedra

del profesor Jorge Vanossi, y la segunda fue en la cátedra de

la doctora Rimoldi de Ladmann con el doctor Norberto Pa-

dilla. En base a los resultados de los exámenes y las reac-

ciones de los alumnos creo que el primer intento de utilizar

el método fue de éxito limitado pero el segundo curso fue un

logro notable.

El primer curso se vio dificultado por falta de un texto,
una falencia que implicó que nosotros tuviéramos que distri-

Para ese hipotético caso. ¿qué reflexiones y consideraciones formula el

voto de la minoría? ¿Qué experiencia recoge para avalar sus afirmaciones?

¿Es pertinente. en una sentencia de Corte. ese tipo de análisis? ¿Qué al-

cance tienen aseveraciones de ese tenor? ¿Son esenciales para resolver la

contienda? ¿Es consistente la argumentación acerca de la iniciativa de los

Poderes Ejecutivo y Legislativo de modificar el régimen normativo en cues-

tionamiento? Hasta tanto no se sancionen las nuevas normas. ¿cabe a la

Corte tomar en cuenta su posible reforma? ¿Qué análisis de orden utilita-

rio formula la disidencia? ¿Son relevantes las cuestiones utilitarias para

decidir cuestiones constitucionales? ¿Admitiría usted un punto de partida
utilitario para solucionar los problemas que surgen de este fallo?

13. — Compare los fundamentos de la mayoria y de la minoría. ¿Cuál
de ellos contiene el argumento más fuerte y conducente a la solución del

litigio? La línea argumental de uno y otro voto, ¿es predominantemente
juridica o politica?

14. - ¿Diría usted que con esta sentencia se preserva la división de po-

deres y se impide al Ejecutivo realizar funcionesjudiciales?”
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buir las lecturas todas las semanas y que al alumno le faltara
un esquema claro de la organización del curso. Hasta el pri-
mer parcial, que ocurrió después de diez semanas de clases,
teníamos un promedio de aproximadamente cuarenta alum-
nos asistiendo a las clases y entre veinte y veinticinco que
asistían bien preparados. (Nunca he tenido problemas con

la preparación estudiantil después de la primera semana del
curso. Si estoy enseñando a través de un diálogo y no doy
un discurso teórico, los alumnos aprenden rápidamente que
es imposible seguir la materia sin la preparación necesaria

antes de cada clase. Es muy incómodo escuchar una hora y

media de diálogo sin entender nada por no haber leido los fa-

llos.) No obstante, los alumnos tuvieron muchos problemas
dando un parcial que consistía sólo en casos hipotéticos,
quizá más que alumnos norteamericanos tomando este es-

tilo de examen por primera vez. Después del primer par-

cial, por falta de tiempo y de materiales para distribuir a los

alumnos, fue necesario presentar una gran parte del curso en

forma más tradicional.

En el segundo curso los alumnos habían presentado por

escrito tres casos hipotéticos que fueron corregidos y des-

pués tratados en clase antes del parcial. El primer parcial
contenía dos casos hipotéticos que los alumnos recibieron con

cuatro horas en total para desarrollarlos; y el segundo. un

caso hipotético y una sección requiriendo la opinión del alum-

no acerca de varias propuestas del Consejo para la Consoli-

dación de la Democracia para la reforma de la Constitución

Nacional. Los alumnos respondieron con bastante claridad,
inclusive cuando los casos hipotéticos trataron problemas
que no habíamos desarrollado en clase y que tenian que so-

lucionar en base a analogía con los fallos estudiados. Como
ejemplo incluyo aquí un caso hipotético del segundo parc1al
y una respuesta estudiantil que recibió un ocho.

Caso Hipotético A

Es el año 2000 y ocurre un escándalo en la nueva proyincra de
Tierra del Fuego. Han circulado denuncias acerca de entidades f1-

nancieras que han sobornado a un alto porcentaje de los senadores

y diputados provinciales y a varios jueces locales.

Como reacción. el partido gobernante decide “limpiar la casa': y

el Siguiente proyecto es sancionado por ambas Cámaras de la legis-

latura local.

“Art. 1°: El Poder Ejecutivo estará facultado para establecer un

tribunal de enjuiciamiento de magistrados.
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Art. 2°: El tribunal de enjuiciamiento estará compuesto por
cinco personas seleccionadas por el Poder Ejecutivo, tres de las

cuales deberán ser abogados con un mínimo de cinco años de ejer-
cicio de la profesión.

Art. 3°: El tribunal de enjuiciamiento estará facultado para re-

mover cualquier miembro del Poder Judicial de la provincia por
mal desempeño o por delito en el ejercicio de sus funciones por un

voto de tres de sus miembros.

Art. 4°: En el caso de remover un juez por un delito cometido
en el ejercicio de sus funciones. el tribunal de enjuiciamiento podrá
imponer una multa de hasta 10.000 Sanmartines".

Art. 5°: Los miembros del tribunal de enjuiciamiento sola-

mente podrán ser removidos en caso de mal desempeño o por la co-

misión de un delito en el ejercicio de sus funciones y sólo por voto

de los cuatro restantes miembros del tribunal.

Art. 6°: Comuníquese, etcétera".

El gobernador promulga la ley y nombra a cinco personas de

reputación intachable para integrar el tribunal: el presidente del

Colegio de Abogados. dos profesores de Derecho Constitucional,
un ex senador y un sindicalista.

La primera acción del nuevo tribunal es investigar las activida-
des de Cristóbal Cometa, un juez de primera instancia al que le

gusta pasar sus vacaciones en Miami. Después de un procedi-
miento en el cual varias pruebas de soborno fueron presentadas y
de que el doctor Cometa. representado por un abogado, tuvo la

oportunidad de contestar, el tribunal votó a favor de la remoción

del juez e imposición de la multa máxima de SM 10.000.

El doctor Cometa interpone un recurso extraordinario ante el

tribunal de enjuiciamiento que es denegado; entonces interpone un

recurso de queja directamente ante la Corte Suprema de Justicia

de la Nación.

La Constitución de la provincia es idéntica a la Constitución

Nacional en materia dejuicios políticos.

l) ¿Cuáles argumentos esgrimiría como abogado del doctor

Cometa?

2) ¿Cuáles argumentos esgrimiría como abogado de la provin-
cia?

3) ¿Cómo resolvería el caso como ministro de la Corte? ¿Por
qué?

’

3 Un decreto del PEN de mayo de 1998 establece el Sanmartín como la

moneda nacional. con un valor de SM 1 = A 1000.
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RESPUESTA

Abogado del doctor Cometa

La ley sancionada por la legislatura provincial importa, sin lu-

gar a dudas, una “delegación” necesariamente amplia.
Esta ley está concediendo al Ejecutivo la facultad de establecer

un tribunal de enjuiciamiento, facultad ésta que la Constitución

provincial pone exclusivamente en manos de cada una de las Cá-

maras de la legislatura, en la medida en que la Ley Suprema de la

provincia prescribe, con claridad. que sólo la Cámara de Diputados
ejerce el derecho de acusar ante el Senado a los magistrados, en

tanto que a este último corresponde juzgar en juicio público a los
acusados por la Cámara de Diputados. Además, es preciso tener

en cuenta, a este respecto, que la ley está facultando al Poder Eje-
cutivo a “seleccionar” a las cinco personas que habrían de integrar
el tribunal de enjuiciamiento.

Y —como si todo esto fuera poco- dicho tribunal “estará facul-

tado para remover a cualquier miembro del Poder Judicial de la

provincia por mal desempeño o por delito en el ejercicio de sus fun-

ciones..." Ello importa una contundente violación de las dispo-
siciones constitucionales que conceden tan delicada facultad a las

Cámaras legislativas.
Por otra parte, este tribunal cuya composición es decidida por

el Poder Ejecutivo, goza de la facultad de imponer una multa de

hasta SM 10.000, lo cual implica el establecimiento, por el Poder

Ejecutivo, de una verdadera sanción penal. Y es bien sabido que

cuando estén de por medio sanciones penales vamos a ser absoluta-

mente reticentes a aceptar la constitucionalidad de la delegación.

Quiere decir, entonces, que estamos en presencia de un verda-

dero órgano administrativo que ejerce funciones jurisdicciona-
les. A este respecto, la mayoria de la Corte en "Fernández Arias
c/Poggio" ha establecido que es admisible la creación de este tipo
de organismo, siempre y cuando los pronunciamientos jurisdiccio-
nales emanados de ellos queden sujetos a “controljudicial suficren-

te" y, si bien no existe una regla general y definitiva de lo que este

"control judicial suficiente" implica en todos los casos, la Corte Su-

prema ha entendido que la mera potestad de deducir recurso. e_x-
traordinario ante la Corte Suprema no importa “control judicral
suficiente", sino que es preciso que las decisiones de estos órganos
administrativos puedan ser revisadas por algún órgano lnfel'lOl' del

Poder Judicial, posibilidad ésta que no se halla garantizada en este

caso.
_

Una delegación tan amplia como la presente pone en peligro la

letra del art. 29 de la Const. Nacional, cuando prescribe que las le-

gislaturas provinciales no pueden conceder a los gobernadores fa-

cultades extraordinarias ni la suma del poder público.
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De todo lo expuesto. cabe concluir la existencia, en el caso. de

una patente violación del principio de la separación de los poderes
que es esenCial a la sana v1genc1a de la "forma republicana de go-
bierno".

Abogado de la provincia

La legislatura, al dictar esta ley, supo perfectamente lo que es-

taba haciendo.

Estuvo en la intención de los legisladores, el delegar amplias fa-

cultades en el Poder Ejecutivo. Ellos confiaron en que el Ejecu-
tivo estaria más capacitado que nadie para designar a las personas

que tendrian a su cargo el enjuiciamiento de los magistrados que
han incurrido en la gravísima falta que aquí se discute.

El Poder Ejecutivo conoce debidamente el modo como se co-

meten actos de la naturaleza de los que, en este caso, se impugnan.
en virtud de que ellos, desgraciadamente, son harto frecuentes en

todos los sectores de la administración: nadie mejor que el Poder

Ejecutivo para saber que, día a día, los funcionarios a cargo de la
Administración Pública se prestan a actos de soborno en perjuicio
del accionar del Estado y del bienestar general de la población.

Por otra parte, y en lo que hace a la imposición de una sanción

penal por el Poder Ejecutivo, cabe tener en cuenta que, en el caso,

este sólo está aplicando una multa, la cual —sin dejar por ello de ser

una sanción penal- reviste, sin duda, una gravedad mucho menor

que si se tratase de una detención o un arresto, por ejemplo.

Además, es posible imaginar que las decisiones del tribunal de

enjuiciamiento serán susceptibles de revisión por un órgano judi-
cial inferior a la Corte Suprema, lo cual —de ser así- no descartaria
la posibilidad de un "controljudicial suficiente".

Ministro de la Corte

Esta Corte carece de jurisdicción pare entender respecto de

cuestiones que constituyen conflictos de poderes locales, en virtud

de que la reforma de 1860 suprimió de la Constitución del ‘53 la fa-

cultad que confería a este tribunal de conocer y decidir los conflic-

tos entre los diferentes poderes públicos de una misma provincia
(conforme doctrina de “Lizondo").

En otro orden de cosas, y al margen de este problema de “com-

petencia" que impide a esta Corte tomar conocimiento del presente
caso, existe un problema dejusticiabilidad que inhibe. igualmente,
al tribunal, para pronunciarse respecto de esta cuestión.

De los argumentos del actor. cabe deducir que el mismo alega
una violación del principio de la separación de poderes. esencial a

la “forma republicana de gobierno", cuestión ésta respecto de la

cual este tribunal no puede manifestarse en virtud de constituir

la misma una “cuestión política no justiciable", cuya determina-

ción es propia de los poderes políticos.
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Este alumno no encontró todos los argumentos que hu-
biera podido elaborar, pero si los problemas legales más

importantes en el caso. En ningún momento recibió un dis-
curso teórico sobre los temas tratados en su parcial. Hu-
biéramos preferido mayores referencias a los fallos estudia-
dos y un más amplio tratamiento de los argumentos de cada

abogado, pero la mera identificación de los temas a desarro-
llar fue suficiente para merecer una buena nota. Considera-
mos que los alumnos dispusieron de solamente dos horas

para solucionar el caso, como los alumnos cursaban recién

su primer año en la Facultad, decidimos no exigirles la de-
dicación de un día entero en una biblioteca para resolver los

casos del examen.

Nosotros señalamos los siguientes factores para explicar
el mayor éxito del segundo curso: a) más experiencia con

casos hipotéticos antes del primer parcial; b) mejor organi-
zación. Como cuestión práctica, es casi imposible utilizar el

método de casos sin un texto. Para el segundo curso tenia-

mos la ventaja de poder trabajar con las pruebas de galera de

nuestro libro; c) mayor concentración en los vínculos entre

fallos para ayudar a1 alumno a construir su propio esquema
del curso y dejar de lado detalles del fallo que desorientan al

alumno de los puntos más importantes; d) metas claras por

parte del profesor de lo que el alumno debe aprender en

cada clase.

También debemos señalar que hubo mucha confusión

por parte del alumno durante las primeras clases. Los

alumnos argentinos están muy acostumbrados a recibir la

“respuesta” del profesor para cada tema que se presenta y

siempre encontramos un grupo de alumnos después de las

primeras clases que ruegan: “pero profesor, ¿cuál es la res-

puesta?" Como la filosofía del método es que no hay una
“solución correcta" —a lo sumo, algunos puntos doctrinarios
cuya aplicación es comúnmente aceptada- y que, lo más 1m-

portante, es que el abogado encuentre los problemas legales
relevantes cuando se enfrenta a una situación fáctica, que en

definitiva sepa comó esgrimir argumentos legales, y queesté
consciente de los valores alentados y afectados por la dEClSIÓn

que pide del tribunal; la réplica del profesor al alumno que

Pide la "solución correcta" debe ser remitir al alumno, otra

vez, a las opiniones discutidas en la clase, quizás aclaran-

do ventajas sociales de una solución en relación con otras,

pero simultáneamente señalando las desventajas de la

misma solución.

23. Leccioncl y Ensayos.
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Otro fenómeno que encontrarnos es que por cada
alumno que pide la "respuesta" hay uno que adopta el otro

extremo y decide que el abogado puede utilizar cualquier
argumento coherente en defensa de-éualquier causa, por-

que al final la decisión del tribunal depende de influencias

políticas. Este alumno debe ser motivado a reflexionar

sobre los valores a través de las varias opciones presentadas
a los tribunales y sobre el papel del abogado como “inge-
niero legal” que ayuda al tribunal a desarrollar soluciones

innovadoras; más que liberar al abogado de sus obligacio-
nes con el sistema jurídico, lo fuerzan a esgrimir argumentos
en función de valores sociales. El método de casos es igual-
mente compatible con filosofías iusnaturalistas y positivistas.
El adherente al primero, si admite que él personalmente no

posee el monopolio acerca de qué es el derecho natural. in-

variablemente quedará muy satisfecho con la forma en que
el método permite analizar los valores que subyacen en cada
decisión judicial.

h

LAS CONSECUENCIAS DE LA IMPLEMENTACIÓN DEL METODO

DE CASOS EN ARGENTINA

No es fácil pronosticar las consecuencias que una meto-

dología educacional puede tener para la sociedad que la im-

plementa, pero en el supuesto del uso del método de casos

en la enseñanza del derecho es posible identificar falencias

específicas que ayuda a remediar. Hoy en día, en Argentina,
el abogado todavía se encuentra muy influido por la concep-
c‘i'ón montesquiana deljuez como la mera boca de la ley. Se

encuentra una esquizofrenia que a veces se manifiesta en los

votos del mismo juez en litigios distintos. Por ejemplo, la

Corte Suprema en el caso “Rolón Zappa” dijo: “Que la mi-

sión más delicada de la justicia es la de saberse mantener

dentro del ámbito de su jurisdicción, sin menoscabar las

funciones que incumben a los otros poderes. El Poder Ju-

dicial es el llamado para resguardar la observancia de la

Constitución Nacional, y, en lo que al caso interesa, la garan-
tía en juego ha recibido adecuada tutela en los principios de

obligada vigencia que ha sabido sostener este tribunal en

sus fallos. Allí se agota la función que le es propia a1 aplicar
concretamente el mandato de la Ley Fundamental —enten-

dido en el sentido amplio expuesto en el considerando pre-
cedente- para el restablecimiento de los derechos lesiona-

dos, y ese amparo se sustenta en el orden jurídico y en la
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prueba de los hechos pertinentes y cuya abierta prescinden-
cia no cabe reconocer sin incurrir en arbitrariedad?

Que la ponderación del estado actual de emergencia eco-

nómica en las Cajas Nacionales de Previsión y de la necesi-
dad de instrumentar las medidas que tiendan a conjugarlo
con el fin de conservar los recursos financieros para atender
el cumplimiento de las obligaciones con los beneficiarios del

sistema, es materia ajena a la órbita del Poder Judicial. Di-
cha materia se inserta en el cúmulo de facultades que consti-

tuyen la competencia funcional del Congreso de la Nación,
como órgano investido del poder de reglamentar los dere-
chos y garantías reconocidos por la Carta Magna con el ob-

jeto de lograr la coordinación necesaria entre el interés pri-
vado y el interés público y hacer realidad la promoción del
‘bienestar general’ anunciado en el Preámbulo y contenido

en la cláusula del art. 67, inc. 16, de la Const. Nacional...

Que será función exclusiva del Parlamento la determina-

ción de la existencia y gravedad del paulatino deterioro pa-

trimonial denunciado respecto de los organismos que con-

forman el sistema previsional, así como la adopción de los

remedios idóneos para su restablecimiento a fin de cumplir
con el deber de asegurar los beneficios a los integrantes tal

cual resulta de la directiva conteñida en el art. 14 bis de la

Const. Nacional" '0.

En este caso la Corte rechazó argumentos del Estado

acerca de las consecuencias para las Cajas Previsionales de

una decisión de actualizar las jubilaciones y en esta trans-

cripción parece, no solamente que la Corte lo rechaza por

violar los derechos adquiridos de losjubilados. sino también
que invoca la concepción monstesquiana para explicar los

límites de su función.

Sin embargo, esta actitud no es típica de la jurispruden-
cia de la Corte. Por ejemplo, en el caso “Sejean”, donde la

Corte declaró la existencia de un derecho constitucmnal a

obtener el divorcio vincular, el doctor Petracchi duozh I

“Como principio de interpretación de la Const1tuc16n

Nacional. no es adecuada una exégesis estática de ésta y de

sus leyes reglamentarias inmediatas que esté restringida por
las circunstancias de su sanción. Las normas de la Consti-
tución están destinadas a perdurar regulando la evolucnón

9 CSJN. Fallos. 2972250; 2971452: 298:901; 300:367. entre otros.

¡o CSJN. 30/9/36. LL. IQBG-E-l50.
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de la vida nacional, ala que han de acompañar en la discreta

y razonable interpretación de la intención de sus creadores ”.

Si las normas jurídicas, en general y las constitucionales,
en especial, pueden superar el horizonte histórico en el que

nacen, ello es porque el contenido que tienen en el momento

de la sanción se distingue de las ideas rectoras que las im-

pregnan, ya que éstas poseen una capacidad abarcadora re-

lativamente desligada de las situaciones particulares que les

dieron origen” ‘2.

Y más tarde dice: “Que lo expuesto lleva a la necesidad
de plantearse que. no menos importante que la considera-
ción de los alcances y efectos del divorcio de las partes en

estos autos, resulta el análisis de otro divorcio de gran inci-
dencia en el sistema de convivencia de los argentinos cuya
racionalidad se trata de consolidar. Ello es el divorcio entre
la realidad social y su organización normativa.

Es evidente que, en lo que hace al orden de las relaciones

familiares, no parece razonable que la realidad juridica y la

realidad social tengan la distancia que hoy es contable en

Esta distancia se manifiesta en múltiples
aspectos en relación al vínculo matrimonial considerado” 13.

Esta concepción de la función de la Corte representa el

otro extremo acerca de cómo debe funcionar el sistemajudi-
cial. Mientras “Rolón Zappa" mantiene el mito de que la

ley siempre indica una solución correcta y que el juez puede
encontrarla sin hacer nada más que consultar los tratados en

su biblioteca, “Sejean”, aunque genera preocupación de que

quizá los jueces han excedido sus atribuciones, sin embargo,
reconoce la complejidad de la función judicial. Cuando los

jueces se esconden atrás del mito de que son meramente la

boca de la ley, el resultado es la repetición de dogmatismos
sin poner el foco en cómo los principios invocados están vincu-

lados con valores y realidades sociales H. Sospecho que

H CSJN, Fallos, 256588.

12 CSJN. 27/11/36. LL, 1936-5647, especialmente p. 662.

¡3 CSJN, 27/11/86, LL. 1936-E-647, especialmente p.672.
H Por ejemplo, el debate sobre la responsabilidad objetiva del fabri-

cante en Argentina, aunque ha sido un tema en el cual. por falta de una

norma específica en el Código Civil, la jurisprudencia ha sido decisiva. sin

embargo se ha concentrado en discusiones de poca utilidad acerca de cuál

es el artículo del Código Civil "correcto" para encontrar esta responsabili-
dad. los arts. 511, 512 y 1198. 2176, 1109 sobre responsabilidad contractual.
la norma que permite daños y perjuicios en una acción redhibitoria. art.
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muchos jueces que escriben nada más que dogmatismos tie-
nen en cuenta su función cuasilegislativa pero que, por no

conocer otro modelo judicial, no incluyen las verdaderas ra-

zones de sus decisiones cuando escriben sus votos. El mo-

delo del derecho como fuerza dinámica, solamente va a ser

realizado cuando el proceso de la interpretación de normas

esté sujeto al debate y al escrutinio y el juez no se prive de

expresar sus motivaciones valorativas '5.

Los Estados Unidos mandaron cientos de profesores de
derecho a países subdesarrollados y en vías de desarrollo du-
rante la década del '60 y la primera parte del ’70. En Amé-

rica latina hubo proyectos en Brasil, Chile, Venezuela y Co-

lombia, aunque nunca en Argentina. Estos proyectos, en

general, no produjeron cambios importantes, quizá porque
todo el ímpetu vino del exterior y no existía un descontento

generalizado con el esquema dogmático del derecho. Ar-

gentina, en cambio, tal vez por su excelencia en la filosofía

del derecho, parece un país listo para una reforma educacio-

nal. Ya en los comienzos de la década del ’60 el debate en-

tre Sebastián Soler y Genaro Carrió reveló en forma muy

destacada los problemas con el modelo dogmático de la fun-

ción judicial "5. El desafío para Argentina es reformar el

modelo educacional para incorporar los descubrimientos fi-

losóficos hechos por sus propios juristas durante los últimos

treinta años.

La dirección del camino ya aparece marcada, la cuestión

es si los profesores están dispuestos a invertir el tiempo pa-

ra que la facultad pueda producir abogados que entiendan

la complejidad y riqueza de su obligación de afianzar la jus-
ticia.

2176, el art. 1109 con una presunción iuris et de iure de negligencra o el art.
1113. Ha ignorado la cuestión de cuáles son los valores socnales y económi-

cos que favorecen la responsabilidad objetiva del fabricante y cómo el aná-

lisis de éstos debe cambiar según la situación fáctica. Miller. Jonathan M.,

Responsabilidad delfabricante en la Argentina desde la perspectiva del de.

recho comparado, RDCO, 1986-347.

¡5 Miller. Responsabilidad del fabricante en la Argentina, RDCO.

1986-347.
_

W Ver Carrió. Genaro, Notas sobre derecho y lenguaje. Bs. A5., Abe-

Iedo-Perrot, 1964.


